SAN SALVADOR DE JUJUY, julio 04 de 2012. 

AUTOS Y VISTOS: los del presente Expte. N° B-252.663/11 caratulado: ORDINARIO POR DAÑOS Y PERJUICIOS: ARAGONES MARTA MIRIAN C/MARTÍNEZ JOSÉ ANTONIO, de los que, 

RESULTA: I. Que a fs. 29 obra informe actuarial dando cuenta que la última diligencia efectuada en la presente causa es de fecha 13 de mayo de 2011 (fs. 21 vta.); y 

CONSIDERANDO: 

I. Que conforme las disposiciones de los arts. 200, 201 y ccs. del C.P.C., la caducidad de instancia se produce en el plazo de un año de inactividad procesal contado a partir de la última notificación o diligencia destinada a impulsar el procedimiento, dicho instituto, según nuestro sistema procesal, opera de pleno derecho, y debe ser declarada aún de oficio. 

II. Que es obligación propia de la parte interesada, adoptar las medidas necesarias tendientes a activar el procedimiento para evitar las consecuencias de su inactividad, pues ellas resultan un medio idóneo para determinar la presunción de interés en la acción que se promueve”. (Conf. Corte Suprema de Justicia de la Nación • 13/02/2007 • Martínez, Rita Mabel c. Provincia de Corrientes. La Ley Online). 

III. Que de las constancias de autos surge que la última diligencia procesal destinada a impulsar el proceso antes de que se cumpla el plazo de caducidad referido, es la notificación del decreto de fs. 20, cumplida a fs. 21 y vta., y puesta en el respectivo casillero en fecha 30 de mayo de 2011. 

Por dicho decreto se tuvo por presentada a la doctora Patricia Noelia Cazón, en representación de la señora Marta Mirian Aragones, y conforme lo solicitado por su parte, se dispuso la reserva de las presentes actuaciones en Secretaría, hasta tanto la parta actora instara el trámite, sin perjuicio de lo dispuesto por el art. 200 del C.P.C. A su vez, se intima a la letrada para que en el término de cinco días acredite el pago de estampillas profesional y previsional, aporte inicial y tasa de justicia. 

En fecha 10 de junio de 2011, esto es cuando ya había transcurrido el plazo de un año previsto por el art. 200 del C.P.C., se preséntale escrito de fs. 25/28, cuyo objeto, si bien expresa que amplía demanda, a su vez se solicita una nueva reserva en Secretaría. 

Si bien a fs. A fs. 22/24 se presenta la actora dando cumplimiento al pago de los aportes de ley y se tiene por agregadas las constancias respectivas, esta actuación carece de efecto inmediato en la iniciación, desarrollo o extinción del proceso, aún cuando se vinculen al mismo, tal como lo ha considerado nuestro Superior Tribunal de Justicia, citando a Palacio, “no cualquier actuación constituye un acto procesal. Los actos procesales … son una especie dentro de los actos jurídicos y ‘cabe definirlos como aquellos hechos voluntarios que tienen por efecto directo e inmediato la iniciación, el desarrollo o la extinción del proceso’. ‘Configura característica del acto procesal su idoneidad para producir un efecto directo e inmediato sobre el proceso. En consecuencia, no constituyen actos procesales aquellas actividades que carecen de ese tipo de efecto, aún cuando se hayan realizado con vistas al trámite de determinado proceso e impliquen el presupuesto necesario para el cumplimiento de un acto procesal’ (autor citado, Derecho Procesal Civil, Abeledo Perrot, Bs.As. 1992, tomo IV p. 9 y ss.” (del voto del Dr. González, en Expte. Expte. Nº 5884/08, caratulado Recursos de Casación e Inconstitucionalidad interpuesto en Nº A-24817/04, L.A. Nº 52, Fº 595/597, Nº 216). En dicha causa, precisamente se sostiene que la sola reposición de aportes, no pueden considerarse actos procesales, pues “se trata de presentaciones que se limitan a cumplir con obligaciones fiscales y previsionales que son ajenas a la relación sustancial entre las partes del proceso. No tienen, en los términos de Palacio, efecto inmediato en la iniciación, desarrollo o extinción del proceso, aún cuando se vinculen al trámite de la causa. Porque no son actos procesales, no interrumpen el curso de la caducidad”. (L.A. Nº 52, Fº 595/597, Nº 216; ídem Libro de Acuerdos N° 54, F° 184/187, N° 67). 

IV. Que si ello es así, se cumplió el plazo para que opere la perención de la instancia, por lo que no cabe más que aplicar ese instituto, conforme lo prevé el art. 201 del C.P.C., en cuanto establece que la caducidad opera de pleno derecho y no puede cubrirse con actos posteriores al vencimiento del plazo, ni ser renunciada por convenio de partes. De dicha norma, según Palacio, "se infiere con claridad que el mero transcurso del plazo legal determina la invalidez de los actos realizados con posterioridad, así como que la resolución declarativa de la caducidad, produce efectos ex tunc" (Palacio, Derecho Procesal Civil, T.IV, pag. 234). 

En tal sentido ha sostenido la Corte Suprema de Justicia de la Nación que “la parte que promueve un proceso asume la carga de urgir su desenvolvimiento y decisión en virtud del conocido principio dispositivo, sin perjuicio de las facultades conferidas al órgano judicial y únicamente queda relevada de dicha carga procesal cuando sólo al tribunal le concierne dictar una decisión. Por lo tanto, se opera la caducidad de la instancia, si el expediente no se encontraba pendiente de pronunciamiento alguno de exclusivo resorte del juzgador” (Fallos, 317-369). 

V. Que tal como lo tiene dicho la Jurisprudencia de nuestro Superior Tribunal de Justicia “el instituto de la caducidad de instancia reconoce como fundamento el interés público comprometido en el desenvolvimiento normal del proceso, evitando su prolongación indefinida en detrimento de la buena administración de justicia y se apoya en una presunción tácita de su abandono por el accionante... (Libro de Acuerdos Nº 48, Fº 1732/1734, Nº 605; Expte. Nº 3517/05, caratulado: “Recurso de Inconstitucionalidad interpuesto en Expte. Nº B – 105.471/03 (Sala I del Tribunal del Trabajo) Indemnización por despido incausado y otros rubros: Díaz, Liliana Raquel c/ Galo, Yamila Marisol”; 09/09/2005), entre otros. 

En otras palabras, las normas sobre caducidad de instancia, son necesarias para garantizar principios esenciales como los de seguridad jurídica, la paz social e igualdad de las partes en el proceso, postulados éstos que han sido confirmados por el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia, en fecha 28 de julio de 2009 (L.A. Nº 52; Fº 1125/1126, Nº 403), entre otros. 

VI. Que por todo ello corresponde declarar la caducidad del proceso, con costas por el orden causado (art. 204 del C.P.C.), sin regulación de honorarios, habida cuenta que las actuaciones resultaron inoficiosas (art. 10 apartado 3ro. de la ley 1687). 

Por todo ello, la Sala Primera de la Excma. Cámara Civil y Comercial:- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

RESUELVE 

1) Declarar que en estos autos ha operado la caducidad de la instancia (arts. 200 y 201 del C.P.C.). 

2) Imponer las costas de este juicio por el orden causado (art. 204 del C.P.C.). 

3) Regístrese, agréguese copia en autos, notifíquese por cédula, y oportunamente archívese. 

